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Resumen
Diversas herencias del período de neoliberalismo extremo que 
vivió Chile entre 1973-1989 han carecido posteriormente de consenso en 
la sociedad chilena y han sido objeto de reformas, como la insufi ciencia 
de los apoyos a los más pobres, especialmente en los períodos de alto 
desempleo, y la incapacidad del sistema de pensiones por capitalización 
individual de lograr los dos objetivos de todo buen sistema de pensiones: 
una cobertura amplia de la población de mayor edad y pensiones con 
una signifi cativa tasa de reemplazo de los ingresos del trabajo en la 
vida activa. Este texto pasa revista a algunos de los mecanismos de 
compensación social frente a los ciclos económicos existentes y concluye 
que su magnitud es poco signifi cativa, y revisa los fundamentos y 
problemas de la reforma previsional de 1981, así como los elementos 
básicos de la reforma de 2008 orientada a establecer un primer piso 
solidario fi nanciado con impuestos en lógica de distribución de ingresos 
universales.
Introducción
Las alternativas de manejo de los riesgos colectivos 
(naturales y macroeconómicos) y de los riesgos individuales con 
1  Una versión de este texto fue preparada con el apoyo de la Fundación Friedrich 
Ebert con el título de  “La Protección y la Seguridad Social bajo los Gobiernos de la 
Concertación: los Retos Actuales”.
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efectos agregados (desempleo involuntario, enfermedad sin 
recursos, vejez sin ingresos) son temas centrales de la agenda pública 
contemporánea. Las democracias maduras se han hecho cargo no 
sólo de la tarea tradicional del Estado gendarme (seguridad interna y 
externa, sistemas jurídicos y de justicia), sino también del desarrollo 
de infraestructuras, de la masifi cación de la educación, de los seguros 
sociales y de los subsidios a las familias y a las personas necesitadas, 
nuevas tareas públicas en economías mixtas que confi guraron los 
llamados Estados de Bienestar que interactúan con las dinámicas 
de los mercados de productos y de factores de producción. En sus 
diversas variantes, en el siglo XX el desarrollo de la seguridad social 
se constituyó en una herramienta cada vez más utilizada por los 
Estados-Nación. La visión de Bismarck, nacida en la Alemania de la 
década de 1880 y basada en el aseguramiento de riesgos mediante la 
redistribución intertemporal obligatoria de una parte de los salarios 
en interés de los trabajadores cotizantes, requirió para funcionar 
de una economía asalariada relativamente homogénea y del 
criterio de orientar las transferencias en el contexto de la inserción 
en el trabajo. La extensión de la seguridad social en las economías 
periféricas ha ocurrido con rasgos de este tipo, dado su carácter de 
economías con trabajo asalariado informal y precario extendido y se 
ha circunscrito con frecuencia al sector formal de la economía y a 
los grupos corporativos más fuertes en su seno.  La visión británica 
de Beveridge, desarrollada en medio de la Segunda Guerra Mundial, 
admite en cambio las transferencias hacia los menos favorecidos en 
sus capacidades, fundando una noción de “solidaridad social” y no 
solo de “seguridad social”, dando lugar a mecanismos más extendidos 
de asistencia que los que derivan solo de la redistribución en el 
tiempo de los ingresos del trabajo. La visión asociada a Thomas Paine, 
y sus propuestas tempranas de distribuir entre todos los habitantes 
las rentas de la tierra, dieron lugar a la corriente “universalista e 
incondicional” del Estado de bienestar (Van Parijs y Vanderborght, 
2006). Estos últimos enfoques han adquirido mayor actualidad 
con los programas de transferencias condicionadas o universales 
sustentados en la recuperación de la renta de los recursos naturales.
La seguridad social en un sentido restringido puede 
defi nirse como una combinación de seguro social frente a los riesgos 
socioeconómicos que enfrentan los trabajadores asalariados y de 
asistencia social a personas en necesidad, en que el Estado provee 
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transferencias de ingresos o acceso a bienes específi cos que se 
relacionan con la ocurrencia de eventos no controlables asociados a 
riesgos contingentes que enfrentan los individuos: la enfermedad, la 
invalidez, la vejez sin ingresos, el desempleo. 
La noción de protección social trasciende los dispositivos de 
base estatal de transferencias de ingresos basados en el seguro social 
y en la transferencia de ingresos por carencia de recursos. También 
incluye el vasto mundo de las redes de ayuda familiar, los servicios 
sociales basados en el voluntariado y las iniciativas comunitarias 
de autoayuda de variado espectro, muchas de ellas sustentadas en 
prácticas de reciprocidad1. 
En la sociedad chilena se aplicó entre 1973 y 1990 sistemáticas 
políticas públicas fuertemente restrictivas de los dispositivos de 
seguridad y asistencia social, y más aun de toda estrategia más amplia 
de protección social o de políticas de seguridad socioeconómica, en 
nombre de las ideas liberales de mercado autoregulado guiado por 
incentivos individuales, de disminución del gasto de gobierno, de 
privatización de activos públicos y de desregulación de actividades 
y mercados, minimizando todo rol de las organizaciones sindicales y 
sociales. Estas ideas y políticas no contaban con el apoyo mayoritario 
de la sociedad. Se produjo con la recuperación de la democracia una 
activación de las políticas de protección a los más vulnerables, en el 
contexto de la herencia de una economía dinámica pero relativamente 
poco avanzada que no estaba en situación de absorber las situaciones 
de marginalidad económica, social y cultural estructural ni de abordar 
los vaivenes y ciclos productivos. En particular, fue aumentando el 
consenso en la sociedad chilena frente a dos legados del período de 
neoliberalismo extremo de 1973-1989: la insufi ciencia de los apoyos 
a los más pobres, especialmente en los períodos de alto desempleo, y 
1  Siguiendo a Standing (2004), de la Organización Internacional del Trabajo, “si la 
seguridad social se refiere a ‘la gestión del riesgo social por o para el individuo’, 
entonces puede decirse que la protección social, que incluye a la seguridad social, 
se refiere también a la ‘protección de lo social’: solidaridad civil, gremial y social. 
Todo sistema de protección social puede concederle a la seguridad social un pa-
pel amplio o mínimo, como sucede en la mayoría de los países en desarrollo de 
bajo ingreso nacional. La seguridad socioeconómica es aún más amplia. Además 
de abarcar la protección del ámbito social de transferencias y servicios, se refiere 
también a ‘la protección económica de lo social’, introduciendo la economía en la 
sociedad a través de estructuras de sistemas de regulación, protección y distribu-
ción que limitan la inseguridad social y económica, reducen las desigualdades y 
proporcionan pautas de oportunidades”.
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la incapacidad del sistema de pensiones por capitalización individual 
establecido en 1980 de lograr los dos objetivos de todo buen sistema 
de pensiones: obtener una cobertura generalizada de la población 
de mayor edad y hacerlo con una signifi cativa tasa de reemplazo de 
los ingresos del trabajo en la vida activa.
Reducido al segmento más pobre de la población venía 
operando en Chile desde el período 1973-1989, y en algunos casos 
desde mucho antes, dispositivos de subsidio de desempleo, de 
asignación familiar, de subsidio único familiar y de pensión asistencial 
y de pensión mínima de escaso monto y cobertura. A partir de 1990 
sucesivas transformaciones en los dispositivos de ayuda y seguridad 
social se fueron agregando hasta conformar un esbozo de sistema de 
protección social. Se cambió el subsidio de desempleo por un seguro 
de desempleo en 2002, se cambió la estructura de la asignación 
familiar para benefi ciar a los asalariados de ingresos más bajos, se 
amplió el subsidio único familiar y se estableció un bono solidario 
en 2003, y se cambió la pensión asistencial por una pensión básica 
y un aporte solidario en 2008. Más ampliamente, se estableció 
el programa Chile Solidario, concebido para que las familias con 
menores niveles de ingresos puedan “construir un puente hacia sus 
derechos” de un modo directo en su relación con el Estado, con un 
sistema de monitoreo de las situaciones familiares y de sus progresos, 
con fl exibilidad en los instrumentos y prioridad en el acceso a 
los sistemas de apoyo social. En este trabajo se analizará estas 
sucesivas transformaciones y se vinculará su impacto con el del ciclo 
económico. Una segunda parte se ocupa de la reforma al sistema de 
pensiones de 2008, que estableció un primer pilar no contributivo de 
las jubilaciones más allá del universo de personas indigentes, en base 
al diagnóstico generalizado de que la vulnerabilidad de las personas 
de edad que no pueden obtener ingresos requiere de algún sistema 
de pensiones básicas al margen de la contribución en la vida activa, 
pues tanto razones de equidad como de incertidumbre fi scal, de 
incentivo a la subdeclaración de ingresos en el contrato de trabajo o 
directamente a la informalidad de la relación laboral, justifi caban un 
cambio en el sistema vigente desde 1980 al menos en este aspecto.
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Los estabilizadores fiscales y la protección social
Los estabilizadores automáticos suavizan las fl uctuaciones 
cíclicas a través de su efecto en la demanda agregada. Cuando la 
economía se encuentra en una fase contractiva o recesiva, la menor 
actividad económica genera una disminución de los ingresos fi scales, 
mientras que el mayor desempleo aumenta algunos gastos públicos. 
El ingreso disponible privado puede así disminuir menos 
de lo que lo hace el PIB, limitándose el efecto contractivo sobre la 
demanda agregada, el crecimiento y el empleo. Por tanto, el saldo 
presupuestario empeora en esta fase estimulando la economía y 
facilitando la recuperación económica. En sentido contrario, en 
épocas de expansión se generan mayores ingresos públicos y menor 
gasto en subsidios, lo que permite reducir o eliminar el défi cit público.
El ciclo económico chileno, mirado en perspectiva de 
largo plazo, incorpora vaivenes signifi cativos de la magnitud del 
producto interno, del empleo y de los ingresos, como se observa 
en el gráfi co 1 en el último medio siglo. Luego del convulsionado 
período 1970-1973, la economía entre 1974 y 1989 se orientó a una 
drástica apertura comercial y fi nanciera y al desarrollo exportador, 
con privatización de empresas públicas y disminución del tamaño 
del Estado, con una tasa de crecimiento promedio de algo inferior al 
3% anual, una tasa de infl ación anual promedio de 19% y una tasa de 
desempleo superior al 13%. Entre 1990 y 1999 se duplica la tasa de 
crecimiento, la infl ación se reduce a tasas de un dígito y el desempleo 
baja a cerca de 7%. Entre 2000 y 2010 la tasa de crecimiento cae por 
debajo del 4% promedio, el desempleo se incrementa a 9% y la 
infl ación disminuye a un 3% anual promedio. Estas tendencias de 
largo plazo de la economía chilena se acompañan de ciclos marcados, 
cuyos momentos más álgidos en los últimos 40 años han sido las 
fuertes recesiones de 1975 y 1982-83, la recesión moderada de 1999, 
además de cambios de tendencia negativos en el ciclo de intensidad 
importante en 1965, 1972 y 1990 y recientemente con ocasión de la 
gran recesión mundial de 2009.
Ello ha llevado a los sucesivos gobiernos desde 1990, pero 
especialmente desde 2000, a establecer un mecanismo anticíclico en 
la política fi scal y a mantener una fl exibilidad en la política cambiaria 
para procurar absorber los choques externos que impactan con 
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rapidez una economía pequeña y crecientemente abierta como la 
chilena. En el contexto de la política fi scal de “superávit estructural” 
establecida por el gobierno de Ricardo Lagos y luego de “balance 
estructural” hacia fi nes del gobierno de Michelle Bachelet, han 
emergido en magnitudes todavía modestas en Chile gastos 
públicos “estabilizadores de ingresos” frente a caídas de empleo y 
remuneraciones de los sectores más vulnerables. 
La política pública incluye diversos mecanismos de 
compensación social frente a variaciones en ciclo económico que 
deterioran el empleo y los ingresos del trabajo no vinculados a 
límites presupuestarios específi cos, y que la ley de presupuestos 
suele denominar “excedibles”, junto a otros dispositivos de ayuda 
social. Las políticas públicas sociales compensatorias del ciclo 
económico se pueden diferenciar en dos categorías: las “automáticas” 
y las “discrecionales”. Entre las primeras destaca el tránsito hacia 
un nuevo sistema de seguro de desempleo que dejará obsoleto el 
limitado mecanismo de subsidio de desempleo existente hasta 2003 
y el complementario mecanismo de jubilación anticipada que lo 
sustituye para las personas de más edad que enfrentan el desempleo, 
peligroso en tanto disminuye la pensión a la que alternativamente el 
que acude al mecanismo obtendría si tiene disponible un seguro de 
desempleo propiamente tal. 
El subsidio y el seguro de cesantía
El subsidio de cesantía está siendo reemplazado 
progresivamente desde fi nes de 2002 por un sistema de seguro de 
desempleo, que provee un mecanismo decreciente de reemplazo 
del salario por cinco meses. El subsidio de cesantía se otorgaba hasta 
por doce meses, distribuido por las municipalidades con fondos 
públicos, con un monto fi jo (no vinculado al salario previo), de muy 
bajo monto y decreciente a partir de los 91 días  de aplicación (entre 
1985 y 1990 su monto era de 6 mil pesos en los primeros tres meses, 
de 4 mil en los tres meses siguientes y de tres mil en el semestre fi nal 
del subsidio; en 2008 los montos eran de 17,3 mil, 11,6 mil y 8,7 mil 
pesos respectivamente).
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Gráfi co 1: Tasa de crecimiento anual del PIB, 1961-2009
Fuente: Banco Central de Chile.
El número de benefi ciarios (cabe recordar que el acceso al 
subsidio era a petición del interesado, sobre la base de demostrar un 
despido basado en la interrupción del contrato de trabajo y por tanto 
abarca sólo al sector formal de la economía) se cuasi duplicó entre 
1998 y 2002, siguiendo la coyuntura del desempleo, como se observa 
en el cuadro 1, para luego descender progresivamente, aunque la 
tasa de cobertura (proporción de cesantes con acceso al subsidio) se 
mantuvo estable en una proporción de menos de uno de cada diez 
afectados. 
El seguro de cesantía, a partir de su puesta en marcha a fi nes 
de 2002, ha tenido un número de cotizantes que ha crecido a raíz de la 
obligatoriedad del mecanismo para los nuevos contratos de trabajo, 
abarcando a cerca de 4 millones de personas a diciembre de 2009, 
aunque los que han cotizado en algún momento en el nuevo sistema 
son más numerosos. Los benefi ciarios, por su parte, han crecido en 
términos absolutos y en proporción de los cotizantes. Hacia 2005 su 
número era ya superior a la de benefi ciarios del subsidio de cesantía 
en 2002. El impacto de este mecanismo de seguro de mantención 
de ingresos en coyunturas de mayor desempleo se va demostrando 
como considerablemente mayor que el del mecanismo previo de 
subsidio, constituyéndose en el primer “estabilizador automático” 
de la evolución macroeconómica de magnitud signifi cativa. No 
obstante, la cobertura de los cesantes permanece alrededor del 20%, 
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lo que manifi estamente debe llevar a revisiones de las condiciones 
de acceso de los cotizantes, especialmente en el caso de las faenas 
temporales, y a ampliar la cobertura del sistema y el número de 
cotizantes.














1998 27.290 - - 357,36 7,6
1999 49.024 - - 591,25 8,3
2000 46.231 - - 581,79 7,9
2001 51.341 - - 597,83 8,6
2002 48.484 - 66.253 605,00 8,0
2003 nd  19.084 1.338.337 608,39 nd
2004 33.663  44.690 1.879.623 659,42 11,9
2005 21.224  65.008 2.434.669 632,2 13,6
2006 15.813  76.536 3.924.053 541,18 17,1
2007 11.789  85.455 3.248.460 485,92 20,0
2008  9528 113.326 3.589.914 557,02 22,1
2009  9842 129.977 3.736.682 702,91 19,9
Fuente: A partir de Dirección de Presupuestos, Superintendencia de Pensiones, 
Superintendencia de Seguridad Social e Instituto Nacional de Estadísticas.
El Subsidio Único Familiar  
Los subsidios sociales que se aluden a continuación están 
sujetos a los límites de disponibilidad presupuestaria anual para 
fi nanciar los respectivos programas, concentrados en las familias 
de menores ingresos. Por tanto, su vínculo con el ciclo económico 
es menos directo que en el caso de los mecanismos anteriormente 
descritos y está más sujeto a la decisión discrecional de la autoridad 
gubernamental en cuanto a la cobertura que puedan alcanzar y 
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la intensidad de su capacidad de compensación social frente a un 
deterioro de la coyuntura económica y del empleo. 
El Subsidio Único Familiar (creado en 1980) es el equivalente 
de la asignación familiar que se otorga por carga familiar a los 
asalariados bajo contrato, pero que en este caso se entrega, de 
acuerdo a las disponibilidades presupuestarias y a la decdisión 
discrecional de la autoridad, a las personas en situación de pobreza 
que no perciben ingresos del trabajo y en función del número 
de hijos menores, por embarazo o por discapacidad (dado que 
una persona puede acumular factores de asignación del subsidio, 
los benefi ciarios son menos que los “causantes”: menores, recién 
nacidos, embarazadas, madres, inválidos, discapacitados mentales). 
Este mecanismo, como se observa en el cuadro 2, tuvo más bien un 
comportamiento “procíclico” en el período de crisis de 1998-2000, 
recuperando su cobertura a partir de 2001, con un permanente 
incremento desde esa fecha y con un fuerte aumento “anticíclico” 
en la crisis de 2008-2009. Este mecanismo de subsidio discrecional, 
asimilable a lo que se conoce como “transferencias condicionadas” 
en el lenguaje de los programas sociales, se ha constituido así en un 
“estabilizador discrecional”, abarcando un universo considerable de 
personas, aunque representa un gasto de relativa baja magnitud, del 
orden de 240 millones de dólares en 2009.
Complementariamente a este subsidio, el nuevo Programa 
Chile Solidario, en aplicación progresiva desde 2002, atiende 
mediante una gama de políticas públicas a un universo potencial de 
225 mil familias identifi cadas en situación de extrema pobreza de 
acuerdo a la encuestas de ingresos CASEN, es decir cuyos ingresos 
no alcanzan a cubrir el costo de la canasta estándar de alimentación 
familiar, identifi cadas localmente. El deterioro de la situación del 
empleo probablemente incrementó el número de familias que 
califi can para una política de este tipo, que incluye un subsidio 
especial de solidaridad de carácter temporal (denominado Bono 
Solidario). En 2002 cubrió a cerca de 42 mil familias.
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Cuadro 2:  Cobertura del Subsidio Único Familiar













Fuente: Ministerio del Trabajo.
La Pensión Asistencial
La pensión asistencial se otorgaba hasta junio de 2008, es 
decir antes de la reforma previsional del gobierno de la Presidenta 
Bachelet, a aquellas personas de bajos ingresos (cercanas al nivel 
de la indigencia) que no disponen de derechos previsionales y son 
mayores de 65 años, hasta su fallecimiento, así como también a las 
personas discapacitadas. La asignación a nuevos benefi ciarios se 
determinaba por los intendentes regionales, previa identifi cación 
de demandantes por los municipios, y según la disponibilidad 
presupuestaria que determinaba cada año nuevos cupos por región. 
Este subsidio se debe entender como relativamente vinculado al ciclo 
económico en tanto el deterioro del empleo y los ingresos habilita 
a más personas para acceder a la pensión asistencial. El examen de 
la evolución desde 1998 arroja una tendencia al incremento de este 
subsidio, el que será reemplazado por uno de mayor cobertura y 
mayor monto a partir de la reforma de 2008.
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Entre 1998 y 2002 se produjo un incremento del número 
de pensiones asistenciales otorgadas, aunque en cantidades muy 
pequeñas y especialmente por razones de invalidez y discapacidad 
mental. En septiembre de 2004 se diferenció el monto de la pensión 
asistencial según personas menores de 70 años, entre 70 y 75 años 
y mayores de 75 años. A partir de 2005 se produce un incremento 
considerable de los benefi ciarios.




1998 162.204 169.075 14.141 345.420
1999 163.338 170.404 17.003 350.745
2000 165.373 173.787 19.653 358.813
2001 167.358 177.507 22.522 367.387
2002 167.212 179.926 24.780 371.918
2003 165.150 180.921 26.641 372.712
2004 162.804 181.465 28.569 372.838
2005 175.143 189.922 33.313 398.378
2006 189.150 197.794 37.395 424.339
2007 206.661 205.016 41.207 452.884
2008 228.065 212.327 44.982 485.374
Fuente: Superintendencia de Seguridad Social.
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Así, en el caso de los sistemas de ayuda social pública 
cuya cobertura es discrecional de la autoridad, se concluye de la 
experiencia del último decenio que estas han tendido a asimilarse a 
la fi losofía de la regla de balance estructural en materia de equilibrio 
presupuestario, que activa con mayor automaticidad la ampliación de 
las coberturas ( y a la inversa, su restricción en situaciones de mejoría 
del acceso al empleo) de las ayudas sociales públicas. La aspiración 
para el futuro es la de constituir una “regla de compensación social” 
combinada con la del equilibrio fi scal de largo plazo. La maduración 
de la política social chilena permitiría en plazos prudentes entrar a 
una etapa de defi nición más precisa del derecho a la ayuda social 
pública en determinadas condiciones de deterioro de la situación del 
empleo y de los ingresos familiares, para enfrentar con coherencia la 
mantención de la cohesión social en condiciones externas adversas 
y en las etapas bajas del ciclo económico, de modo que la regla 
fi scal incluya parámetros de variabilidad del gasto público social 
“automático” y del gasto en ayuda social pública. 
La reforma al sistema de pensiones y la protección a los 
más pobres
Una ampliación sustancial de los mecanismos de protección 
capaz de mejorar la situación de los sectores de menores ingresos y de 
mayor vulnerabilidad de inserción social probablemente supondría 
una simplifi cación de la actual gama de mecanismos de transferencia 
de ingresos a los más pobres y defi nir una política de ingreso básico 
garantizado con dos mecanismos fundamentales, como suele ocurrir 
en los países con sistemas avanzados de protección: el primero 
concentrado en los niños (sobre la base de una prioridad valórica, 
con además alta rentabilidad social, pues tiene un fuerte carácter 
preventivo de posteriores difi cultades educativas o de conducta 
social) y el segundo orientado a las personas de más de 65 años para 
asegurarles una vejez con un mínimo de dignidad. 
El resultado de la encuesta CASEN 2009 revela que es 
especialmente relevante priorizar el tema de la transferencia de 
ingresos a la infancia, pues la pobreza en los niños es muy superior al 
promedio, lo que refl eja a su vez que los hogares más pobres tienen 
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más hijos. Un primer mecanismo debiera consistir en otorgar a cada 
niño de las familias de menos ingresos un importante subsidio a la 
infancia hasta que complete la educación media, a ser percibido 
por la madre y con la condición de asistir a la escuela y a revisiones 
médicas periódicas, y ser de un monto sustancialmente mayor al 
actual Subsidio Único Familiar. Este nuevo esfuerzo adicional se 
agregaría al muy positivo incremento ya en curso del sistema de 
cuidado infantil y educación pre-escolar, así como de la alimentación 
complementaria infantil. El orden de magnitud del costo de un nuevo 
subsidio a la infancia de 30 mil pesos mensuales para 1,5 millón de 
niños de familias en situación de bajos ingresos sería inferior a un 1% 
del PIB. 
Un segundo criterio de homologación a las democracias 
sociales avanzadas debiera ser el de otorgar a una amplia mayoría 
de los adultos mayores una pensión básica garantizada1. Esto es 
parte sustancial de la reforma propuesta por el gobierno de Michelle 
Bachelet a fi nes de 2006, que ha considerado pertinente sostener 
la necesidad de la adopción de un sistema de pensión básica (no 
contributiva y fi nanciada con impuestos, aplicable a todos los 
residentes en el país durante el ciclo de vida activa exceptuando a 
los de más altos ingresos) como primer pilar solidario del sistema de 
pensiones, combinado con un sistema contributivo de capitalización 
individual reformado en tanto segundo pilar  y con el sistema 
de complemento de ahorro voluntario con descuento tributario 
a la renta (cotizaciones voluntarias, depósitos convenidos con 
empleadores, depósitos de Ahorro Previsional Voluntario) en tanto 
tercer pilar. Este esfuerzo aún en fase de maduración no ha estado 
ajeno a la menor prevalencia de pobreza en los adultos mayores que 
en el promedio de acuerdo a la medición de 2009.
La lógica de los sistemas de pensiones
Quienes disponen en la edad avanzada de sufi cientes activos 
propios con sus respectivos rendimientos, incluyendo rentas vitalicias 
provistas por seguros privados, no requieren de sistemas públicos 
de pensiones. Un sistema obligatorio de pensiones tiene el objetivo 
1  Siguiendo a Larry Willmore (2006), en base al sistema existente en Nueva Zelan-
dia desde 1940, pero también en Bolivia y Ciudad de México más recientemente, 
y en general los sistemas de pensiones básicas existentes en múltiples países.
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genérico de asegurar a los ciudadanos algún tipo de ingresos en 
la vejez y de modo específi co unos ingresos de reemplazo (salario 
diferido) a quienes han vivido de su trabajo una vez que dejan de 
obtener ingresos salariales por retiro de la vida activa. Se obtiene así 
una redistribución intertemporal de los ingresos en el ciclo de vida y 
se otorga seguridad  frente a la imposibilidad de prever el momento 
de la muerte. Se programa el uso de ahorros mediante la técnica de la 
renta vitalicia o se establece un vínculo colectivo entre generaciones, 
en la que la generación activa paga pensiones a la pasiva. 
Los sistemas contemporáneos de pensiones suelen 
incluir, simplifi cando, tres “pilares”. El primer pilar, normalmente 
fi nanciado con recursos tributarios y no necesariamente atado a 
contribuciones durante la vida activa, tiene el propósito de asegurar 
una pensión básica a quienes no tienen otros ingresos en la vejez, 
o bien complementarlos si estos son muy bajos. El segundo pilar, el 
sistema contributivo obligatorio, tiene dos objetivos propios: lograr 
la máxima tasa de cobertura posible del universo de asalariados y 
trabajadores independientes y lograr una tasa de reemplazo de los 
ingresos al momento de terminar la vida activa que no implique 
un brusco empobrecimiento, suavizando la curva de la capacidad 
de consumo a lo largo de la vida y redistribuyéndola desde la edad 
productiva a la vejez. Un tercer pilar, el que incentiva tributariamente 
el ahorro voluntario, viene a complementar, con el esfuerzo individual 
adicional, los ingresos en la vejez. 
Cualquiera sea el sistema de pensiones que cada país ha 
adoptado, son generalizadas las preocupaciones y los debates 
públicos sobre los efectos fi scales y macroeconómicos de la evolución 
demográfi ca y de las importantes ganancias en las expectativas de 
vida experimentadas con pocas excepciones en las últimas décadas. 
En 2005, un 7,4 por ciento de la población tenía más de 65 años (15,5 
por ciento en los países desarrollados y un 5,5 por ciento en los en 
desarrollo), mientras las proyecciones medias de la ONU prevén un 
fuerte cambio en la situación hacia 2050, con una proporción de 
16,1 por ciento de mayores de 65 años (26,2 por ciento en el mundo 
desarrollado y un 14,6 en aquel en desarrollo). En el caso de Chile, la 
cifra era de 7,9 por ciento en 2005 y la proyección de 18,9 por ciento 
para el año 2050, es decir una situación intermedia. 
Habrá inexorablemente cada vez más personas de edad 
avanzada por persona económicamente activa en el futuro. Pero 
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esto no es necesariamente una catástrofe, como a veces se plantea 
en el debate público. Existe una secuencia a considerar que matiza 
el “pesimismo demográfi co”. En efecto, después de que la fertilidad 
comienza a declinar y antes de que se manifi este la tendencia al 
envejecimiento promedio de la población, la proporción de personas 
en edad de trabajar aumenta en relación a la dependiente y de edad 
avanzada. Esto genera un potencial para un auge en el ingreso per 
cápita conocido como “ventana de oportunidad demográfi ca” y 
“primer dividendo demográfi co”. Una mayor proporción del producto 
nacional puede dedicarse a la inversión sin sacrifi car el consumo. A la 
vez, a medida que la población envejece se presenta un potencial 
“segundo dividendo demográfi co” si la población de más edad 
ha ahorrado en su vida activa y dispone de más riqueza que las 
generaciones más jóvenes, con la consecuencia de incrementar la 
riqueza per cápita. La anticipación de una vida más larga induce a 
una parte de la población, además, a ahorrar más durante su vida, 
reforzando el efecto descrito. Con la menor fertilidad, las personas 
pueden asignar una mayor parte de sus ingresos a su propio 
consumo, con un potencial incremento del ahorro. Así, fruto de todos 
estos efectos, la riqueza per cápita puede incrementarse durante la 
transición demográfi ca en la que la población envejece (Lee, Lee and 
Mason, 2007). 
Además, si la productividad del trabajo multiplicada por el 
número de trabajadores se incrementa a una tasa superior que la de 
los pensionados, el desequilibrio creciente entre personas activas y 
pasivas puede compensarse o al menos atenuarse. En teoría, para un 
sistema contributivo obligatorio aplicar un modelo de capitalización 
individual o uno de reparto intergeneracional se justifi ca o no si el 
crecimiento proyectado de la masa salarial es inferior o superior al 
rendimiento proyectado de las cotizaciones capitalizadas (Blanchet, 
1998)1. 
1  De acuerdo a Dimson, Marsh y Staunton (2002), que analizaron retornos accio-
narios reales para 101 años en 16 países, a pesar de una gran variabilidad según 
períodos y países y de dificultades metodológicas variadas en las mediciones, se 
puede considerar que estos son muy riesgosos comparados con los retornos de 
los bonos gubernamentales y que son poco probables retornos acumulados en 20 
años superiores a 2,5% real anual. 
Políticas Públicas 2010.indd   75 25-10-10   9:21
76
Políticas Públicas
Comparación de sistemas de pensiones
Si la población que trabaja crece a la tasa n y 
los salarios crecen a la tasa s, entonces por cada peso 
de contribución obligatoria en edad de trabajar los 
trabajadores reciben en la vejez una jubilación que depende 
del crecimiento de la masa salarial:
m = (1+n) (1+s)
El retorno sobre la inversión del sistema de reparto 
corresponde al crecimiento de la masa de cotizaciones 
salariales. Si i es la tasa de interés de los activos invertidos en 
capitalización, representando el retorno sobre la inversión 
de cada peso depositado en el sistema, entonces para el 
trabajador es mejor, aunque más riesgosa, la capitalización 
en caso que  i > m, o es más conveniente el sistema de 
reparto si  i < m.
La evolución más probable en un país en transición 
demográfi ca como Chile es que la fuerza de trabajo agregada 
continúe creciendo hacia el 2050, y así lo hará también la masa 
salarial, de no mediar una caída de la productividad y de los salarios 
medios. A más largo plazo, la fuerza de trabajo activa eventualmente 
disminuirá, como es el caso de la evolución reciente de Europa (con 
una fuerza de trabajo que será probablemente menor en 2020 que 
en la actualidad) y otros países desarrollados en los que ya prevalece 
una muy baja natalidad, poniendo el destino de las pensiones en 
manos de los incrementos de productividad de la fuerza de trabajo o 
de inmigraciones masivas de población activa.  En efecto, en el otro 
componente de la ecuación, se confrontan las visiones pesimistas 
u optimistas sobre la productividad: si los pesimistas tienen razón, 
debe tomarse acciones desde ya para evitar presiones fi scales 
insostenibles originadas en pagos crecientes de pensiones. 
Este enfoque, o variantes de él, es el que llevó a los 
economistas neoliberales durante la época de Pinochet a eliminar 
prácticamente cualquier compromiso intergeneracional en materia 
de pensiones al cambiar un sistema de benefi cios defi nidos a uno 
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de aportes defi nidos y de incertidumbre sobre los benefi cios, con 
excepción de una pensión asistencial de bajo monto para la población 
mayor de 65 años en condición de indigencia y un aporte fi scal para 
obtener una pensión mínima para los participantes en la seguridad 
social con un mínimo de 20 años de cotizaciones.
La necesidad de la reforma al sistema de pensiones en Chile
La información disponible mostraba hacia 2005 que los 
cotizantes a los diversos sistemas de pensiones civiles vigentes en el 
país representaban un 65,9% de los trabajadores ocupados y 61,3% 
de la fuerza de trabajo total. Si bien dicha cobertura es superior en 
alrededor de diez puntos porcentuales respecto de la observada en 
1980, es similar a la registrada a mediados de los años setenta y es en 
todo caso insufi ciente para los estándares de una sociedad moderna. 
El total de pensionados de cargo fi scal hacia 2005 era de 
poco más de 1,7 millones de personas, de las cuales 223 mil eran 
pensionadas por discapacidad o enfermedad mental. Las pensiones 
mínimas benefi ciaban a unas 527 mil personas provenientes del 
sistema antiguo de reparto, con un costo del orden de 0,8% del PIB. 
Las pensiones mínimas benefi ciaban a unas 51 mil personas en el 
sistema de AFP como complemento de la pensión capitalizada. Las 
pensiones asistenciales (que incluyen las pensiones por discapacidad 
y enfermedad mental) benefi ciaban a cerca de 400 mil personas, 
con un gasto equivalente a un 0,3% del PIB. Nótese que esta cifra 
es inferior al gasto en pensiones de las FF.AA., que representaba un 
1,1% del PIB, cuyas pensiones promedio más que duplicaban a las 
pensiones promedio civiles. 
Según la información de la Encuesta de Caracterización 
Socioeconómica (CASEN) de Mideplan, la cobertura del sistema de 
pensiones entre la población mayor de 65 años se había mantenido 
en torno al 76% entre los años 1992 y 2003. Sin embargo, las pensiones 
de carácter contributivo habían disminuido su cobertura, siendo 
reemplazadas por las pensiones asistenciales no contributivas. En la 
práctica, junto a la nueva capitalización individual, se construyó un 
sistema que mantiene en un largo período de transición (hasta 2030 
para las cotizaciones y hasta 2050 para los benefi cios) el pago de las 
pensiones a quienes jubilaron en el sistema antiguo o jubilarán de 
acuerdos a sus normas y el pago al momento de jubilar de un bono 
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de reconocimiento de las cotizaciones realizadas en dicho sistema 
para los que se trasladaron al nuevo. 
Cuadro 4: Chile, Pensionados 2005
Tipo de 
pensiones






Total general 1.712.051 - - -
1.  AFP 329.530 - - -
2. Sistema 
antiguo  984.143               3.733 316 2,7
INP 826.380 2.277 230 1,6
Capredena 98.679 924 781 0,7
Dipreca 59.084 531 750 0,4
(Mínimas) (526.874) (1.132) 215 (0,8)
 
3. Asistenciales 398.378 361 75 0,3
Vejez 175.143 - - -
Invalidez 189.922 - - -
Defi ciencia 
mental 33.313 - - -
Fuentes: Superintendencias de Seguridad Social y de AFP y FMI para PIB.
Esto ha representado desde 1981 a 2003 un  défi cit promedio 
del orden de 5,7% del PIB (un 4,4% para las pensiones civiles). A esto 
se agrega un esquema de “reparto”, no ya de asalariados activos a 
pasivos sino de contribuyentes a amplias categorías de pasivos que 
no obtienen la pensión mínima  o que no han contribuido al sistema 
y obtienen una pensión asistencial, con un costo fi scal de 0,3% del 
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PIB en 2005. Estas han pasado a cubrir del 7,7% al 18,6% del total de 
los adultos mayores. Este enorme costo de la transición de un sistema 
a otro, más allá de los méritos respectivos, suele no mencionarse 
con sufi ciente nitidez a la hora de evaluar la reforma del sistema de 
pensiones de 1981.
Además, desde el abandono del sistema de pensiones por 
reparto y su reemplazo por uno de capitalización, ha permanecido 
una fuerte interrogante sobre la magnitud de las pensiones 
futuras en Chile. Estas dependen crucialmente de la densidad o 
estabilidad en el tiempo de las cotizaciones (siempre amenazadas 
por la pérdida temporal del empleo o insufi ciente constancia de los 
autoempleados) y de la rentabilidad de los fondos. Según la Encuesta 
de Protección Social de 2002, la relación años cotizados/años de 
historia laboral es de solo 51% para los trabajadores dependientes. 
Hasta ahora los fondos de capitalización han contribuido a reanimar 
el mercado de capitales (y a concentrarlo) y han mantenido una 
rentabilidad promedio relativamente satisfactoria (del orden de 
10%), rentabilidad que disminuye si se considera los fuertes costos 
administrativos existentes. 
 A pesar de la cuasi eliminación de los benefi cios defi nidos, 
propio de la seguridad social clásica, se ha desarrollado una 
controversia sobre el peso presupuestario de largo plazo de la 
combinación de incertidumbres vinculadas al desempeño fi nanciero 
de los fondos de pensiones, la evolución del mercado de trabajo y 
la densidad de las cotizaciones individuales a lo largo del ciclo de 
vida del trabajador que gatillan las pensiones mínimas (con 20 
años de cotizaciones al menos) y asistenciales (para personas sin 
derechos previsionales y con bajos ingresos). Las proyecciones 
ofi ciales mostraban que del total de la población adulta mayor el 
grupo cubierto por una pensión contributiva se reduciría de 65% 
a  50% en 2020, y que alrededor de un 60% de los pensionados del 
sistema de AFP obtendría una pensión igual o inferior a la pensión 
mínima garantizada por el Estado. Por su parte, proyecciones de 
la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones 
(SAFP) mostraban que el 46% del fl ujo anual de nuevos pensionados 
del sistema de AFP entre los años 2020 y 2025 tendría una pensión 
inferior a la mínima y sin acceso a la garantía estatal, y que este 
grupo sería a razón de 65% compuesto por las mujeres mayores. El 
diagnóstico cada vez más compartido era que el esquema actual de 
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AFP llevaría con el envejecimiento de la población inevitablemente a 
una caída de las pensiones individuales promedio, a un incremento 
obligado de las cotizaciones o a una edad de jubilación  más tardía 
(Arenas de Mesa, 2004). 
Sustentabilidad de un sistema con pensión universal
 Después de la destrucción de los benefi cios defi nidos -propios 
del sistema de reparto con lógica de solidaridad intergeneracional- 
en manos de la dictadura militar (con la excepción notoria del 
sistema aplicable a las FF.AA.) y de los economistas neoliberales, 
volver a introducir al menos algún nivel de benefi cios garantizados 
universales en materia de pensiones parece ser el nuevo consenso 
que emergió en la sociedad chilena al iniciarse el siglo XXI. 
Afi anzar en el largo plazo un sistema de protección social con una 
pensión universal garantizada uniforme (o básica, si se limita a una 
proporción de los adultos mayores si no se quiere incorporar en el 
dispositivo a las personas más ricas1) tiene el mérito de ser de muy 
simple administración y legibilidad colectiva: por el sólo hecho de 
tener más de una determinada edad, la sociedad otorga como un 
derecho unos ingresos modestos para la vejez, fi nanciados mediante 
impuestos, de preferencia progresivos o al menos proporcionales 
a los ingresos. Se incluye así automáticamente a las mujeres y a los 
trabajadores informales, es decir a los más frecuentemente excluidos 
de los sistemas de pensiones basados en las relaciones salariales, 
no estigmatiza a los benefi ciarios y mantiene los incentivos para 
ahorrar para la vejez. Este enfoque aspira a eliminar la incertidumbre 
individual sobre el piso de ingresos que se dispondrá en la vejez. 
Para el fi sco también permite despejar en parte la incertidumbre 
respecto a la magnitud del gasto que implica mantener un primer 
piso solidario con parámetros fi jos en vez de sujetos a la evolución 
de la pobreza y de la cobertura, densidad y rentabilidad de las 
cotizaciones obligatorias. 
1  Dado que su aporte vía impuesto a la renta al menos proporcional sería mayor 
que el beneficio, no existe necesariamente una justificación para dicha exclusión. 
Para los mayores de 65 años más ricos la pensión universal podría en todo caso 
ser deducida ex-post al momento de la declaración de impuestos, evitando las 
complicaciones y costo administrativo de la elegibilidad de la asignación ex-ante 
según ingresos demostrados por debajo de un determinado límite.
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 Se podrá argumentar que de este modo se desincentivaría 
el ahorro para la vejez, puesto que existiría un ingreso asegurado. 
En realidad, este esquema aminoraría los problemas de incentivo: 
en el margen, para complementar la pensión básica, todos estarían 
interesados en constituir ahorros adicionales asociados a la 
formalización contractual de las relaciones laborales o realizar ahorros 
voluntarios. Hoy, en cambio, para muchos no tiene sentido exigir un 
contrato al empleador, y de paso disminuir su remuneración líquida, 
al percibir que su pensión será la mínima legal, si tiene más de 20 
años de cotizaciones, o directamente la asistencial, si no los tiene y su 
condición es de pobreza. Si además el potencial cotizante tiene algo 
de cultura fi nanciera, constatará que el costo de administración (un 
sexto de los fondos descontados obligatoriamente del salario bruto) 
es en extremo elevado, lo que lo alejará también de la formalización 
contractual de su relación laboral.
 




 % Pob +65 años Costo en % 
PIB
100%
2006 0,27 7,9 2,1
2025 0,27 12,9 3,5
2050 0,27 18,9 5,1
  60% 
2006 0,27 4,8 1,3
2025 0,27 7,7 2,1
2050 0,27 11,3 3,1
Fuente: Elaboración propia a partir de proyecciones demográfi cas de la ONU y FMI 
para PIB.
(*) La pensión básica considerada para este cálculo es la pensión mínima vigente en 
2005 para mayores de 75 años, es decir de 102.494 pesos mensuales, que en 2005 
representaba un 27% del ingreso promedio anual por habitante en dólares estimado 
por el FMI.
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Una estimación en otro trabajo (Martner, 2006) señalaba un 
incremento inicial del gasto en pensiones mínimas y asistenciales 
por vejez del orden de 1,1% del PIB si se aplicase una pensión básica 
universal que incrementara la pensión asistencial así como todas las 
pensiones mínimas hasta el nivel de las que se otorgaba a las personas 
de más de 75 años en 2005. Si se quisiera benefi ciar con esta pensión 
sólo al 60% de menos ingresos de la población, entonces su costo 
sería de 1,3 % del PIB, es decir del orden de un 0,3% adicional. 
En el largo plazo, si se quisiera mantener un valor de la 
pensión universal proporcional a una fracción del PIB por habitante, 
el incremento del porcentaje de población de más de 65 años 
en la población total haría que el esfuerzo fi scal debiera también 
incrementarse. Nótese que en cualquier sistema el costo de las 
pensiones se incrementará con el envejecimiento de la población. 
En todo caso, si mantener una pensión garantizada universal es 
considerado demasiado oneroso, en el cuadro 5 se observa los valores 
para una pensión básica que abarque solo a un 60% de los más de 65 
años (1,3% en 2006 y 3% del PIB en 2050). Otra opción más restrictiva 
sería la de mantener el esfuerzo fi scal como proporción del PIB en 
el largo plazo, disminuyendo en el tiempo aquella de la pensión 
básica como proporción del producto por habitante, mediante una 
reajustabilidad solo por infl ación, es decir sin incremento del valor 
real de la pensión básica. 
 Este tipo de opciones y sus múltiples variantes están 
llamadas a ser debatidas por el sistema político chileno, y sus costos 
presupuestarios no son disruptivos de la dinámica económica. 
Los montos involucrados son en la etapa inicial inferiores, y en 
régimen de largo plazo equivalentes al esfuerzo fi scal realizado 
hasta aquí para fi nanciar la transición del sistema de reparto al de 
capitalización, reforma de fundamentos puramente ideológicos 
basados en una radicalidad neoliberal sin precedentes. No existe otro 
país en el mundo que haya hecho soportar a una misma generación 
el fi nanciamiento tributario de las pensiones de sus padres y al 
mismo tiempo el fi nanciamiento por capitalización de aportes de 
la propia: todos las naciones que han introducido mecanismos de 
capitalización individual lo han hecho adicionalmente a los esquemas 
de reparto o sustituyéndolos sólo en parte. Si Chile se adaptó en sus 
cuentas fi scales a esta situación  (hasta 1990 a costa de romper en 
una ocasión la indexación por infl ación de las pensiones y además 
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con la consecuencia de una grave disminución del gasto en salud y 
educación), la legitimidad de hacerlo innovando en un esquema de 
transferencias redistributivo y efi ciente es  bastante mayor. 
 La variable crucial  no es la tasa de dependencia de inactivos 
respecto a activos, como suele escucharse y leerse, sino el ingreso por 
habitante. Mientras la pensión garantizada no sea extremadamente 
generosa (superior al PIB por habitante), el envejecimiento de la 
población no creará serios problemas, a menos que el PIB caiga de 
modo importante. En todo caso, si el nivel de gasto sobre PIB se 
considera excesivo en el futuro, el ajuste puede hacerse disminuyendo 
la razón pensión básica/PIB por habitante o aumentando la edad 
a partir de la cual se entrega el benefi cio. Independientemente de 
la estructura tributaria existente, el esquema de pensión básica 
garantizada puede ser fi nanciado mediante un aporte porcentual 
parejo aplicado sobre los ingresos totales de los contribuyentes (y 
no solo sobre el ingreso salarial, como es la cotización, que es el más 
regresivo de los métodos de fi nanciamiento, pues no considera los 
ingresos del capital), fi jado año a año en la declaración de renta de 
acuerdo al número de benefi ciarios y el monto previsto del subsidio1. 
Ingresos adicionales para la vejez se obtendrían de la cotización 
obligatoria sobre salarios e ingresos de trabajadores independientes, 
así como del ahorro voluntario individual o colectivo2. No existen 
razones de peso para excluir la restitución en el futuro de un sistema 
contributivo de reparto en tanto segundo pilar del sistema de 
pensiones, manteniendo un sistema de capitalización individual solo 
como complemento de ahorro voluntario con descuento tributario 
a la renta (cotizaciones voluntarias, depósitos convenidos con 
empleadores, depósitos de Ahorro Previsional Voluntario) en tanto 
tercer pilar.
1  Sobre los fundamentos analíticos de las políticas de impuesto parejo-ingreso 
básico, ver Anthony B. Atkinson (1997).
2  Estos planteamientos toman en cuenta la regla que Malinvaud (1998) define en 
los siguientes términos: “Ciertas prestaciones sociales cubren los riesgos a los cuales 
están expuestos los asalariados a raiz de su empleo; otros cubren riesgos a los cuales 
están expuestos todos los residentes y los cubren entonces a casi todos en el mismo 
grado. En rasgos gruesos, las prestaciones vinculadas al empleo deben abarcar los 
accidentes del trabajo, las pensiones más arriba del nivel mínimo y las pérdidas 
de salario por enfermedad o cesantía. La legibilidad del sistema de financiamiento 
recomendaría que las prestaciones vinculadas al empleo sean financiadas por cotiza-
ciones asentadas en el empleo, es decir sobre la masa salarial, mientras las otras pres-
taciones serían financiadas por la tributación-paratributación sobre los hogares”.
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La reforma del gobierno de Michelle Bachelet 
La Reforma Previsional del Gobierno de Michelle Bachelet 
constituye un avance en la dirección indicada, aunque se diseñó con 
una dimensión de menor envergadura y quedó limitada a un gasto 
en régimen de 1% del PIB. Esta reforma se propuso reestructurar el 
actual régimen civil de pensiones, creando un Sistema de Pensiones 
Solidarias (SPS) y modifi cando el sistema de AFP en temas como la 
cotización obligatoria de trabajadores independientes, el cambio en 
el sistema de comisiones, en el seguro de invalidez y sobrevivencia 
y en la licitación obligatoria de la cartera de nuevos afi liados, entre 
otros temas.  Los principales benefi cios de este nuevo sistema son la 
Pensión Básica Solidaria (PBS) y el Aporte Previsional Solidario (APS) y 
reemplazan al actual programa de pensión asistencial y gradualmente 
al programa de pensión mínima garantizada. A dichos benefi cios 
acceden, en régimen, hombres y mujeres, a los 65 años de edad, que 
pertenezcan a los tres primeros quintiles de ingreso (es decir, el 60% de 
la población de menores ingresos).
Pensión Básica Solidaria y Aporte Previsional Solidario
A una persona que cumpla con los requisitos para acceder al 
Sistema de Pensiones Solidarias, que no pudo contribuir al sistema de 
capitalización obligatorio, y que no posee ningún otro tipo de pensión, 
el nuevo sistema le otorgará la Pensión Básica Solidaria. Se trata de una 
pensión que entrega el Estado a los que nunca han cotizado en algún 
sistema de pensiones. Esta pensión comenzó a regir el 1 de julio de 
2008, con un valor de $60.000 y el 1 de julio del año 2009 alcanzó el 
valor de $75.000. Así, en el caso típico de una dueña de casa que no 
cotiza, y que sólo podía acceder a una pensión asistencial de $48.000, 
puede obtener una pensión de $75.000.  Pueden solicitar una Pensión 
Básica Solidaria las personas de 65 años de edad, hombres y mujeres, 
que pertenezcan inicialmente al 40% más pobre de la población, 
siendo la Ficha de Protección Social el instrumento que se utilizará, 
durante los dos primeros años, para determinarlo. El número de 
benefi ciarios aumentará hasta cubrir al 60% más vulnerable de 
la población. Se requiere tener un período mínimo de 20 años de 
permanencia (continuos o discontinuos) en el país. El monto de la 
Pensión Básica Solidaria de invalidez es de igual valor al de la Pensión 
Básica Solidaria de vejez, representando el mismo monto tanto para 
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invalidez parcial como total. Como se observa, la PBS constituye 
un gran avance en el monto y la cobertura de la anterior pensión 
asistencial. Los benefi ciarios aumentaron en unas 125 mil personas 
en el primer año de aplicación.
Cuadro 6
Pensión Básica Solidaria y Aporte Previsional Solidario, 
diciembre de 2009
Tipo de Pensión Benefi ciarios Monto $
PBS Vejez 398.828 31.098.135.497
PBS Invalidez 212.205 17.916.680.753
APS Vejez 237.978 6.063.286.133
APS Invalidez 8.766 808.060.161
 Total 857.777 55.886.162.544
Fuente: Superintendencia de Pensiones.
El nuevo Aporte Previsional Solidario, en cambio, constituye 
un mecanismo inédito en el sistema chileno de complemento de las 
pensiones privadas y tiene por objeto incrementar las pensiones más 
bajas más allá de la anterior pensión mínima. Este benefi cio decrecerá 
con el monto de las pensiones que se perciban, hasta extinguirse para 
las personas cuyas pensiones alcancen un monto determinado. Se trata 
de un suplemento que entrega el Estado a los que habiendo cotizado 
en algún sistema previsional, tienen pensiones inferiores a la pensión 
máxima con aporte solidario que la ley defi ne. Este benefi cio se 
entrega a partir de julio de 2008, fecha desde la que se garantiza una 
pensión máxima de $70.000. En julio de 2009 el tope para la pensión 
aumentó a $120.000, y así aumentará gradualmente hasta llegar a 
$255.000 en 2011. Así, a partir de julio de 2008 a una persona que 
recibía una pensión de $50.000 el Estado le aporta una diferencia 
hasta llegar a $65.100 (descontado el 7% de cotización obligatoria de 
salud). Se aplican los mismos requisitos que se necesitan para optar a 
una Pensión Básica Solidaria. 
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Subsidio a las cotizaciones de los Trabajadores Jóvenes
Se creó además un subsidio a  las primeras 24 cotizaciones de 
los trabajadores jóvenes, entre 18 y 35 años, cuyo ingreso mensual 
sea inferior a 1,5 veces el salario mínimo. En un aporte del Estado 
al empleador, equivalente a la mitad de la cotización de un salario 
mínimo y que opera como incentivo a la contratación, y un aporte 
directo a la cuenta de capitalización individual del trabajador joven 
por el mismo monto. Lo anterior permitirá alcanzar los siguientes 
objetivos: i) fomento del empleo juvenil, ii) mayor formalización 
y iii) aumento de la cobertura y de los fondos previsionales de los 
trabajadores jóvenes. 
Bonificación por hijo para las mujeres
Esta medida otorga el derecho a todas las madres a recibir el 
benefi cio de una bonifi cación monetaria por cada hijo nacido vivo, 
la que será depositada en su cuenta de capitalización individual a 
los 65 años de edad. La bonifi cación equivale al 10% de 18 ingresos 
mínimos mensuales, lo que al 1 de julio de 2009, al entrar en vigencia 
la reforma, correspondía a 300 mil pesos aproximadamente. El bono 
tiene una tasa de rentabilidad por cada mes completo, contado 
desde el mes del nacimiento del respectivo hijo y hasta el mes en que 
la mujer cumpla los 65 años de edad. Esta rentabilidad es equivalente 
a la rentabilidad nominal anual promedio de todos los Fondos Tipo 
C.  En un aporte por cada hijo nacido vivo o adoptado para todas 
las madres chilenas, sin importar su condición social, laboral o 
económica, para mejorar sus pensiones. A este benefi cio accederán 
todas las madres que se pensionen desde el 1 de julio de 2009. Dicha 
bonifi cación devengará una tasa de rentabilidad de un 4% real por cada 
año completo, contado desde el mes del nacimiento y hasta la edad de 
65 años. En la transición, para los hijos nacidos con anterioridad al 1 de 
julio de 2009, se considerará el salario vigente a dicha fecha y el bono 
devengará intereses desde ese momento.
Obligación de cotizar de los trabajadores independientes
Durante los tres primeros años de aplicación de la ley (2008-
2011) se realizará un proceso de educación previsional para que 
en forma gradual los trabajadores independientes se incorporen al 
sistema de pensiones. A partir del año 2012, todos los trabajadores 
independientes deberán cotizar por el 40% de su renta imponible, a 
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no ser que en forma expresa manifi esten lo contrario. Al año siguiente 
deberán cotizar por el 70% de su renta y en el año 2014, sobre el 
100%. A partir del año 2015 será obligatorio para todo trabajador 
independiente sin excepción. Será obligatorio cotizar en salud a 
partir del año 2016, así como incorporarse al Seguro Social contra 
Riesgos de Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales. Se 
accederá así a las prestaciones de la ley contra riesgos y accidentes 
del trabajo, al Aporte Previsional Solidario, la asignación familiar y la 
posibilidad de afi liarse a las cajas de compensación. En el caso de los 
independientes que presten servicios con boletas de honorarios, el 
Gobierno podrá obligarlos a cotizar cuando se concrete la devolución 
de impuestos a través de la Operación Renta. Otra forma será al 
solicitar patentes, la entrega de certifi cados u otros trámites. Para el 
caso de trabajadores independientes que no entregan boletas de 
honorarios, sino que declaran por renta presunta, el Gobierno los 
incentivará a cotizar. 
Licitación para la administración de Cuentas de Capital-
ización Individual
Los trabajadores que se incorporen por primera vez al 
sistema de AFP sern asignados, por un período de 24 meses, a la 
administradora que ofrezca la menor comisión en el proceso de 
licitación. Se deberá realizar una licitación anual para proveer el 
servicio de administración de cuentas de capitalización individual a  los 
nuevos afi liados al Sistema Previsional. Se ha considerado la asignación 
obligatoria de los trabajadores que inician su vida laboral, dado que 
su  bajo saldo acumulado determina que  la variable precio sea la más 
relevante al momento de seleccionar una Administradora de Fondos 
de Pensiones. Este grupo de afi liados tiene el tamaño sufi ciente para 
cubrir la escala mínima efi ciente de operación de una nueva AFP. 
El mecanismo de licitación  reduce los costos de comercialización, 
haciendo posible  la entrada de nuevos actores a la industria y 
generando un mecanismo que facilita la elección de Administradora, 
tanto para los nuevos afi liados, quienes tienen un menor conocimiento 
relativo del Sistema, como para aquellos afi liados que decidan 
traspasarse de Administradora. Los afi liados deberán permanecer en 
la AFP adjudicataria durante el período que establezcan las bases de 
licitación. Se eliminaron las comisiones fi jas por cotización, retiros y 
transferencias de saldos de una AFP a otra.
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Ampliación del Ahorro Previsional Voluntario
En 2001 se introdujeron modifi caciones al ahorro previsional 
de carácter voluntario. Se permitió a los trabajadores complementar 
su ahorro obligatorio con aportes de naturaleza voluntaria que 
contemplan un benefi cio tributario. Además, se permitió la 
participación de diversos actores del mercado de capitales para 
administrar dichos recursos. La reforma de 2008 introdujo el Ahorro 
Previsional Voluntario Colectivo (APVC), herramienta que permite que 
los ahorros voluntarios realizados por los trabajadores para mejorar 
su pensión sean complementados por sus empleadores mediante un 
acuerdo previo entre la empresa y sus trabajadores, con benefi cios 
tributarios equivalentes a aquellos que se aplican al Ahorro Previsional 
Voluntario (APV), donde el afi liado puede rebajar directamente de su 
base tributable el monto equivalente en impuestos. Además, podrá 
elegir pagar los impuestos correspondientes al momento de hacer 
el aporte voluntario o al retirar los fondos del ahorro. Los aportes del 
empleador no constituyen una carga por cuanto son considerados 
gastos para producir renta.
Se agregó un incentivo para quienes perciben rentas entre 
$400 mil y $1,5 millón mensual y realizan ahorros previsionales 
voluntarios. Al pensionarse, recibirán un aporte estatal equivalente 
al 15% del monto ahorrado voluntariamente por el trabajador, con 
un tope anual de 6 UTM. El APV sólo benefi ciaba a las rentas más altas 
que podían descontar impuestos.
Algunos desafíos para el futuro: la seguridad social, los 
sistemas de pensiones y el ingreso básico universal
Rentabilidades reales netas inferiores a 4% promedio anual 
empiezan a resultar críticas para el funcionamiento del sistema 
en Chile en materia de tasa de reemplazo. Está también en juego 
el manejo de los riesgos fi nancieros en el tiempo, que están muy 
desigualmente repartidos entre generaciones. Una crisis bursátil, 
por ejemplo, otorga la oportunidad de adquirir activos depreciados, 
lo que será benefi cioso para los jóvenes que tendrán ganancias de 
capital en sus cuentas en el largo plazo, pero perjudicial para los que 
van a jubilar a corto plazo. No se produce en el actual sistema una 
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mutualización de riesgos. A lo más se puede morigerar parcialmente 
el riesgo de quienes están por jubilar diferenciando diversos tipos 
de fondos (un mecanismo de este tipo se ha aprobado en 2002 en 
Chile), pero sin mutualización de riesgos entre generaciones. 
Hacia un sistema de tres pilares
En este sentido, el sistema más cercano al óptimo es el de 
“reparto provisionado”, que combina la capacidad del sector público 
de ser un sólido “asegurador intergeneracional” y la de benefi ciar a las 
pensiones del rendimiento de la inversión de fondos, estableciendo 
reservas fi nancieras para cubrir los benefi cios comprometidos.  El 
objetivo para los sistemas de reparto es evitar el riesgo de ajustar el 
gasto en pensiones derivado del envejecimiento de la población solo 
a través del incremento de las cotizaciones obligatorias y para los 
sistemas de capitalización la incertidumbre sobre la tasa de reemplazo. 
Fondos de este tipo existen en Suecia desde 1960 y en Canadá y 
Francia desde la década de 1990 para fi nanciar estructuralmente (se 
utiliza  solo el producto fi nanciero del fondo) parte de las pensiones 
por reparto. Esto le permite al fondo canadiense proyectar una 
estabilización de las cotizaciones en 2,5 puntos menos que los 
necesarios en ausencia de reservas. El fondo noruego alimentado 
con los ingresos del petróleo, por su parte, busca  suavizar las 
fl uctuaciones de ingresos y al mismo tiempo acumular recursos 
para fi nanciar los gastos futuros vinculados al envejecimiento, con 
la proyección de alcanzar 120% del PIB en 2020. Fondos de reserva 
existen también en Japón, EE.UU y otros países, con roles menos 
delimitados. En Chile, la nueva ley de responsabilidad fi scal de 2009 
establece que una parte de los excedentes fi scales debe alimentar un 
fondo de reserva de pensiones, lo que va en la dirección correcta y 
permitiría viabilizar un mecanismo como el descrito. 
Adicionalmente, sin perjuicio de lo ya acumulado en las 
cuentas individuales y lo que pudiera seguir acumulándose sobre 
una base voluntaria, en un contexto de “tercer pilar” no obligatorio 
como el antes mencionado, una reforma futura debiera apuntar a 
que la cotización obligatoria alimente un nuevo “segundo pilar”, 
con un sistema de reparto provisionado que  asegure una mejor 
combinación seguridad-rendimiento que la actualmente existente. 
Los derechos previsionales de reparto debieran construirse en base 
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a la historia de cotizaciones de cada trabajador (cuentas nocionales) 
que les permita participar en la proporción correspondiente de las 
cotizaciones recaudadas cada año, como en el actual sistema sueco.
 Un régimen de pensiones que otorga derechos ciertos y 
dispone de reservas importantes para garantizarlos concentra las 
ventajas del reparto (buena mutualización de los riesgos fi nancieros) 
y los de la capitalización (si el rendimiento es más elevado que el 
crecimiento de la masa salarial en el largo plazo), con ayuda de un 
sistema de capitalización individual de tercer pilar. Lo que está fuera 
de duda es la inconveniencia de mantener la incertidumbre de las 
pensiones por retiro programado, que pueden dejar en precaria 
situación a los que agoten sus recursos acumulados.
Hacia un ingreso básico universal
Más allá de garantizar ingresos en la vejez y de actuar frente 
a la pobreza infantil, la búsqueda de un reparto más equitativo de 
los ingresos que aquel que resulta de la posesión y uso de factores 
de producción y su rendimiento en los mercados (y en especial de 
aquellos ingresos de capital apropiados con poca legitimidad por 
pocos individuos por herencia o mediante ventajas no económicas), 
ha dado históricamente lugar a diferentes políticas redistributivas. 
Sus modalidades son especialmente variadas según las sociedades 
y usualmente se construyen sobre una base agregativa en el tiempo, 
lo que confi ere con frecuencia a estas políticas complejidades 
administrativas y coberturas parciales a veces inequitativas y suscita 
debates periódicos sobre su legitimidad, así como sobre su condición 
de eventual factor de distorsiones en la asignación de recursos y de 
inefi ciencia económica.
Dos fuentes de ingresos públicos tienen, sin embargo, 
una especial consistencia económica y legitimidad ética respecto 
a la alternativa de su apropiación privada: las “rentas ricardianas”, 
distintas de la utilidad empresarial propiamente tal, provenientes 
de la explotación de los recursos naturales (y que tributariamente 
suelen tomar la forma de regalía ), y los recursos generados por ese 
bien público que es el avance tecnológico y del conocimiento, cuya 
plena apropiación privada tampoco tiene fundamento racional , 
y que tributariamente se expresan en parte en el impuesto a las 
utilidades.  Es legítimo que estos recursos colectivos sean apropiados, 
al menos en una proporción, por la sociedad y distribuidos a agentes 
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económicos distintos de quienes los posean privadamente. Nótese 
que no se emplea el concepto de redistribución para estos efectos 
(el procedimiento de transferir recursos ganados por unos individuos 
hacia otros individuos) sino el de distribución de recursos que 
pertenecen en propiedad a la sociedad en su conjunto.
Si la provisión de bienes públicos y la redistribución de 
ingresos son tareas públicas poco controvertidas (lo es más bien 
su magnitud), en una sociedad democrática tampoco debiera serlo 
que los recursos que en origen pertenecen a la colectividad sean 
distribuidos a la colectividad. Avanzar a un ingreso mínimo garantizado 
originado en una suerte de “dividendo universal” alimentado por las 
rentas mencionadas plantea el desafío de que estos sean distribuidos 
como recursos de subsistencia no condicionales: “dése a todos los 
ciudadanos un ingreso modesto, aunque incondicional, y déjenlos 
completarlo a voluntad con ingresos provenientes de otras fuentes”. 
La adopción de enfoques de este tipo supone seguir dando 
saltos cualitativos en la estrategia de mejoramiento de la protección 
social, especialmente relevante para quienes sufren de exclusión 
social y de bajos ingresos. Y supone superar las lógicas conservadoras 
para imaginar formas mejores de funcionamiento de la sociedad en 
base a nuevas modalidades de cooperación entre sus miembros que 
no sean incompatibles con la mantención del dinamismo económico 
sustentado en intercambios descentralizados. Y que sean capaces de 
otorgar un sustento de cohesión social a la democracia política.
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